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146-2012) en 
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tras una alegación 

pre acordada 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, la Jueza 

Soroeta Kodesh y el Juez Sánchez Ramos.   
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Un miembro de la población correccional, por derecho 

propio, nos solicita que revisemos una decisión del Tribunal de 

Primera Instancia (“TPI”), mediante la cual se deniega una moción 

de rebaja de sentencia basada en la supuesta existencia de 

atenuantes y en la alegada aplicabilidad del Código Penal de 2012, 

según enmendado.  Por no presentar situación meritoria alguna, 

según explicamos en mayor detalle a continuación, denegamos el 

recurso de referencia. 

Por hechos ocurridos en marzo de 2012, se presentaron 

contra el Sr. José Jomar Pagán Colón (el “Peticionario”), en enero 

de 2013, varias acusaciones, incluyendo una por asesinato en 

primer grado (bajo el Código Penal de 2004) y dos por violaciones a 

la Ley de Armas.   

A raíz de una alegación pre-acordada, se enmendó la 

acusación de asesinato en primer grado a una por asesinato en 

segundo grado, eliminándose la referencia a la utilización de armas 
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de fuego; además, se archivaron dos acusaciones por violaciones a 

la Ley de Armas y el Ministerio Público se comprometió a no re-

someter dos acusaciones que habían sido desestimadas, por 

“carjacking” y tentativa de asesinato.  Conforme lo acordado, el 

Peticionario fue sentenciado a 20 años de reclusión. 

No obstante lo anterior, el Peticionario solicitó al TPI, 

mediante moción presentada el 3 de junio de 2016 (“Moción para 

atemperar la sentencia al amparo de las Leyes 146-2012 y 246-

2014”), que se modificara su sentencia para reducirla en un 25%, 

pues alegó existen atenuantes que sostendrían tal curso de acción 

bajo el artículo 67 del Código Penal, 33 LPRA sec. 5100, e invocó el 

principio de favorabilidad y la aplicación del Código Penal de 2012, 

según enmendado.   

Mediante Resolución notificada el 29 de junio de 2016, el TPI 

denegó dicha moción.  Ante nosotros, el Peticionario reproduce los 

argumentos que planteó al TPI, ello mediante el recurso de 

referencia (denominado “Moción Para Atemperar la Sentencia, 

Amparo de las Leyes 146-2012 y 246-2014”), presentado el 6 de 

julio de 2016. 

El recurso de referencia incumple de forma crasa con las 

normas aplicables a la presentación y perfeccionamiento de 

escritos ante este Tribunal.  El Peticionario no acompañó anejo 

alguno y ni siquiera hizo referencia a la decisión del TPI que 

interesa revisemos (aunque, de nuestro examen de los autos, y del 

contenido del recurso de referencia, hemos realizado la inferencia 

correspondiente, según se desprende del recuento de arriba).  La 

parte que acude ante nosotros tiene la obligación de colocarnos en 

posición de poder evaluar su solicitud.  Véase, por ejemplo, Morán 

v. Martí, 165 DPR 356, 366-367 (2005); Soto Pino v. Uno Radio 

Group, 189 DPR 84, 90-91 (2013). 



 
 

 
KLCE201601341    

 

3 

Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que “el hecho de que 

las partes comparezcan por derecho propio, por sí solo, no justifica 

que incumplan con las reglas procesales”. Febles v. Romar, 159 

DPR 714, 722 (2003).  Por lo tanto, el Peticionario venía obligado al 

fiel cumplimiento del trámite prescrito aplicable al recurso instado 

ante nosotros. Soto Pino v. Uno Radio Group, supra.  El hecho de 

que el Peticionario esté confinado no le concede un privilegio sobre 

otros litigantes en cuanto al trámite del recurso.  

Además, según adelantamos, el recurso de referencia no 

incluye anejo alguno; no se incluye (ni se hace referencia a) alguna 

solicitud pertinente al TPI, ni algún escrito que al respecto se 

hubiese podido presentar por las partes ante el TPI, así como 

tampoco se acompañan los documentos relacionados con las 

sentencias que se le impusieron al Peticionario y que se solicita 

sean modificadas, incluyendo, por ejemplo, la minuta que reflejaría 

el preacuerdo a raíz del cual el Peticionario expresa que se le 

sentenció.  De tal modo, el Peticionario incumplió con su 

obligación de acompañar todo escrito, resolución u orden que 

formara parte del expediente y que fuera pertinente a la 

controversia planteada en su recurso.  Todo lo anterior, por sí solo, 

sería suficiente para disponer de este recurso.  Véase 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 34. 

No obstante lo anterior, hemos examinado los autos 

correspondientes y determinado que, en todo caso, procede la 

denegación del auto solicitado.  Veamos. 

Como cuestión de umbral, adviértase que el Peticionario fue 

sentenciado por hechos ocurridos durante la vigencia del Código 

Penal del 2004, puesto que el actual Código Penal sólo aplica a 

hechos ocurridos a partir del 1 de septiembre de 2012.  Artículo 

309 del Código Penal del 2012.  Por virtud de lo dispuesto 

expresamente en el nuevo Código Penal, la “conducta realizada con 
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anterioridad a la vigencia de este Código en violación a las 

disposiciones del Código Penal aquí derogado … se regirá por las 

leyes vigentes al momento del hecho.”  Artículo 303 del Código 

Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5412.  Conforme con dicho mandato, 

la conducta del Peticionario, ocurrida antes de la vigencia del 

actual Código Penal, se rige solamente por la ley vigente al 

momento de la conducta en cuestión, es decir, por el Código Penal 

del 2004. 

Así pues, no es de aplicación, en este contexto, la regla 

general sobre el principio de favorabilidad, consignado en el 

artículo 4(b) del actual Código Penal, 33 LPRA sec. 5004, según el 

cual, en lo pertinente, una reducción en la pena aplicable a un 

delito beneficiará a una persona sentenciada por dicho delito con 

anterioridad a que se legisle la referida reducción. Véase, por 

ejemplo, Pueblo v. González, 165 DPR 675, 707-08 (2005) (al 

amparo de disposición análoga en el Código Penal del 2004, los 

sentenciados por hechos previos a la vigencia de dicho código no 

tienen derecho a rebajas en su sentencia sobre la base de las 

nuevas penas dispuestas en el mismo, pues dicha disposición 

especial “constituye una limitación al principio de favorabilidad”) 

(Énfasis en el original). 

En segundo lugar, la solicitud del Peticionario se asienta 

sobre la supuesta existencia de atenuantes, y la correspondiente 

reducción en la sentencia, contemplada por el artículo 67 del 

Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5100.  No obstante, aun si 

pudiese aplicarse dicho artículo en este contexto (lo cual no es el 

caso, según explicado arriba), no procedería la aplicación de 

atenuantes a la sentencia del Peticionario, pues la alegación 

preacordada a raíz de la cual se le sentenció no incorporó 

atenuantes.  Es decir, como parte del pre-acuerdo, no se 
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incluyeron atenuantes, ni se sentenció al Peticionario con 

atenuantes. 

Finalmente, el Peticionario tampoco demostró que la 

sentencia impuesta sea ilegal o que exista razón para intervenir 

con la discreción del TPI al negarse a modificar la misma.  La 

naturaleza insustancial del planteamiento del Peticionario no 

justifica que, discrecionalmente, intervengamos con lo decidido por 

el TPI.  Véase la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40; Pueblo v. Román Martir, 169 DPR 809, 826-828 (2007) 

(tribunal debe rechazar mociones análogas que descansen en 

“aserciones inmeritorias, flacas, descarnadas y carentes de 

fundamento”, sin apoyo en “datos y argumentos concretos”).   

Concluimos que el Peticionario no ha demostrado que haya 

circunstancia alguna que amerite nuestra intervención con la 

decisión recurrida.   

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos el recurso 

de referencia.  

 Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez García García concurre sin opinión escrita.  

 

 

                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


